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funcionamiento  ordinario  de  dicha  oficina  y  para  las  atenciones  protocolarias  que
correspondan.

Hasta la fecha no se ha aprobado ningún decreto por el Consejo de Gobierno que asigne a los
ex Presidentes dichos medios de apoyo, por lo que no hay ni ha habido partida presupuestaria
al respecto.

Por  otro  lado,  el  apartado  segundo  del  artículo  2  de  la  citada  Ley  2/2005,  de  8  de  abril
establece  que  los  ex  Presidentes  dispondrán  de  los  servicios  de  seguridad  que  en  cada
momento se consideren necesarios por los órganos competentes de la Administración de la
Junta de Andalucía.

En relación con los servicios de seguridad, la información solicitada se encuentra afectada por
los límites previstos en el artículo 14.1 d) y g) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, ya que se
considera que la revelación de cualquier información al respecto podría poner en riesgo la
efectividad  de  las  medidas  de  seguridad  que  pudieran  establecerse,  e  indirectamente  la
integridad personal de las personas a proteger y del personal de los servicios de seguridad. Se
entiende por tanto que el perjuicio causado en el bien jurídico a proteger en dichos artículos
justifica suficientemente la denegación del acceso.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer, en el plazo de dos
meses, a contar desde el día siguiente a su notificación, recurso contencioso-administrativo,
de acuerdo con lo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa,  o,  previa  y  potestativamente,  reclamación  ante  el  Consejo  de
Transparencia y Protección de Datos de Andalucía en el plazo de un mes, a contar desde el día
siguiente a su notificación, de conformidad con el artículo 33.1 de la Ley 1/2014, de 24 de
junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

Mediante este documento se notifica a la persona solicitante el presente acto, según lo exigido
en el artículo 40.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común
de las Administraciones Públicas.

En Sevilla a la fecha de la firma electrónica.

EL SECRETARIO GENERAL TÉCNICO

Fdo.: Eugenio Pedro Benítez Montero
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